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Esta investigación evalúa la influencia de la participación social en 
los resultados de las políticas públicas. Hay dos hipótesis. La pri-
mera es que tanto la composición de las redes de políticas (policy 

networks) como la eficiencia de estrategias —más que la participación 
social— son factores clave que influyen tanto en el proceso de políticas 
como indirectamente en el resultado de políticas inicial. La segunda es 
que la participación se convierte en un instrumento político, no de políti-
cas (puede afectar al proceso, pero no necesariamente a los resultados de 
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las políticas públicas). El trabajo usa cuatro estudios de caso en la penín-
sula de Yucatán (México), de relevancia internacional, para explicar las 
hipótesis formuladas. El objetivo es utilizar datos empíricos para evaluar 
la participación social.

Es importante notar que, más allá de las conductas sociales, se evalúa 
a actores sociales de arenas políticas muy diferentes (regulatorias y redis-
tributivas), construidas desde el principio con códigos, objetivos, contex-
tos e institucionalidad muy diversas. Esto puede fortalecer la explicación 
de las hipótesis formuladas (los casos son tanto urbanos como rurales), 
pero también puede hacer altamente complejos y, por momentos, difusos 
dichos análisis.

La relevancia de esta investigación se debe a dos factores fundamen-
tales. El primero es que reta a la mayoría de trabajos sobre desarrollo 
sustentable (incremento del ingreso y empleo sin afectar negativamente al 
bosque) (v.g. Varughese y Ostrom, 2001: 747-759; Pérez, 2004: 159-167) 
y los de carácter social (Colino y Del Pino, 2007; Mezones, 2005; Leite, 
2000; Escobar, 2004; Landaverde, 2007; Amadeo, 2003: 1-33; Tenorio, 
2007) que sugieren que la participación es fundamental para formular e 
implementar políticas públicas exitosas. Lo cierto es que hay pocas eva-
luaciones (evidencias empíricas, relaciones o correlaciones) que prueben 
el impacto positivo de la participación en el resultado de las políticas pú-
blicas. Por ello, la idea de que la participación contribuye a mejores resul-
tados (o más calidad) de las políticas gubernamentales se ha convertido, 
en la práctica, en una ideología, un conjunto de buenos deseos o reco-
mendaciones, un lugar común, una creencia generalizada y, cuando más, 
en un postulado político o una verdad a medias. El segundo factor consis-
te en que la investigación identifica alcances y límites de la participación 
tanto en la democracia como en las políticas públicas, campos de trabajo 
que con frecuencia se confunden en América Latina. Hay que notar, sin 
embargo, que en las áreas de la economía y la administración pública, 
las ciencias sociales han tenido grandes alcances en las técnicas y estrate-
gias para la formulación, desempeño y evaluación de las políticas públicas 
(sólo como un ejemplo, se pueden mencionar los trabajos de Rose, 1984, 
y Pressman y Wildavisky, 1973).

Los cuatro estudios de caso se basan en fuentes primarias (entrevistas, 
encuestas, revisión hemerográfica). En el caso del Proyecto Piloto Forestal 
(ppf) y la Reserva de la Biosfera Calakmul (rbc), se llevaron a cabo en-
trevistas en dos periodos distintos (enero-abril de 2002 y mayo de 2003), 
aplicando preguntas abiertas a ocho funcionarios y ex funcionarios pú-
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blicos (destacando Julia Carabias) de la Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales (Semarnat), así como de sus delegaciones en Quinta-
na Roo, Campeche y en el Distrito Federal. Se entrevistó también a ocho 
líderes y miembros de organizaciones ambientales y nueve investigadores 
de diferentes instituciones. Se revisaron las regulaciones internas de la 
Semarnat, leyes ambientales y las bibliotecas de las Universidades Autó-
noma de Yucatán (uady), de Campeche, de Quintana Roo, la Universidad 
Nacional Autónoma de México (unam), El Colegio de México y la Univer-
sidad Iberoamericana.1

1 L os entrevistados fueron: 1. William Aguilar (investigador, UADY); 2. Alfredo Arella- 
no (director de la Reserva Nacional de Sian Ka’an desde 2000); 3. Alfonso Argüelles (direc-
tor de Pro-Trópica Rural); 4. Julia Carabias (primera secretaria de Semarnap, 1994-2000); 
5. José Luis Castro (investigador, UADY); 6. Anthony Challenger (asesor del secretario de 
Semarnat, 1997-2004); 7. David Gutiérrez (diputado federal-secretario de la Comisión de Re- 
cursos Naturales, 2000-2003); 8. Carlos Hernández (director regional de la Comisión Nacio
nal Forestal (Conafor), desde 2002); 9. Gustavo Ramírez (director del Corredor Biológico 
Mesoamericano (sección México)); 10. Paulino Rosales (director del Departamento Fores
tal del Gobierno de Quintana Roo, 1997-2005); 11. Gerardo Segura (director del Programa 
de Agro-forestería (Procymaf) en Conafor desde 2002), 12. Eliseo Ek (alcalde de Calakmul). 
En secciones subsecuentes se harán referencias a estas entrevistas. Para ello, se usará el nú
mero que identifica al entrevistado.

Localización de Calakmul y del Proyecto Piloto Forestal (ppf).
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En el caso de Cancún y Playa del Carmen, la información procede de 
las encuestas levantadas para esta investigación y de las realizadas por Ra-
belo (2009) y la Universidad de Quintana Roo en 2006 (Uqroo, 2006). Se 
revisaron los diarios locales Por Esto!, Periódico QueQui y Novedades de Quinta-
na Roo en el periodo enero de 2006-julio de 2008. También hay entrevistas 
con preguntas abiertas (hechas entre noviembre de 2006 y julio de 2008) 
a ex alcaldes de Playa del Carmen y Cancún, quienes gobernaron de 1996 a 
2008, así como a los grupos de investigación de los observatorios urbanos 
de Cancún y la riviera maya, a los investigadores de la Universidad La Salle 
(ulsa) Cancún y a algunos colonos de Cancún y Playa del Carmen.2

El trabajo tiene cuatro secciones. En la primera se discuten los concep-
tos fundamentales para esta investigación (gobernanza, redes de políticas 
y participación social). Este apartado tiene fines teóricos y referenciales 
para el resto del trabajo. La segunda sección compara los procesos del ppf 
y de la rbc, observando las variables: comportamiento de los actores, es-
trategias, objetivos, problemas organizacionales y resultados de políticas 
públicas. El tercer apartado compara la formulación y la implementación 
de las políticas sociales en Cancún y Playa del Carmen, en condiciones de 
alta inmigración y creciente desigualdad social. Se comparan las variables 
vivienda e invasiones de tierra en ambas ciudades. Las conclusiones se 
ubican en la última sección.

Policy networks y participación social

Las redes de políticas son una de las construcciones teóricas que más ayu-
dan a entender las nuevas formas de articulación Estado/sociedad. Las 
implicaciones del modelo de policy networks son que ninguna organización 
es capaz de ejercer un poder monopolista y, como resultado, ninguna de 
ellas puede asegurar que su poder se impondrá sobre los otros; el poder 
es compartido por todas las organizaciones existentes; y la distribución de 

2 L os alcaldes entrevistados son: Rafael Lara Lara (1996-1999), Magali Achach (1999-
2002) y Juan Ignacio García Zalvidea (2002-2003), de Cancún; Carlos Joaquín González 
(2005-2008) de Playa del Carmen. Los ex presidentes municipales de este último munici-
pio, Gabriel Mendicuti (2002-2005) y Ramón Martín Azueta (1999-2002), nunca respon
dieron a las solicitudes de entrevistas, aunque se les buscó muchas veces entre diciembre 
de 2007 y junio de 2008. Lo mismo sucedió con el secretario de Planeación del gobierno de 
Quintana Roo, José Alberto Alonso, quien tampoco respondió a la solicitud de entrevista. 
A este último, incluso, le fue enviado a través de uno de sus subsecretarios el cuestionario 
aplicado a funcionarios públicos estatales o municipales.
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recursos es desigual, por lo que dos organizaciones o redes de políticas no 
pueden hacer exactamente lo mismo (Marsh y Smith, 2000: 4-21; Marsh 
y Rhodes, 1992: 4; Rhodes, 1986; Rhodes, 1997).

El concepto de redes de políticas destaca dos ideas principales: la in-
teracción de organizaciones y el intercambio de recursos para lograr sus 
objetivos. Borzel (1998: 254), al elaborar una clasificación útil de redes 
de políticas comparando dos escuelas de análisis —la anglosajona versus 
la alemana—, propone una definición de redes de políticas. Las entiende 
como

…un conjunto de relaciones relativamente estables, que son de naturaleza 
no jerárquica e interdependiente, ligando una variedad de actores, quienes 
comparten intereses comunes en relación a una política e intercambian re-
cursos para continuar compartiendo esos intereses, reconociendo que la co-
operación es la mejor forma de lograr objetivos comunes.

Asociado con esto se encuentra el concepto de issue network (red de temas), 
que hace referencia a una red con menos cohesión y solidez. Los actores que 
componen esta estructura tienden a salir y entrar de ella dependiendo de 
sus intereses y coyunturas.

Participación

La mayoría de los estudios sobre participación (con sus diferentes acep-
ciones: política, vecinal, ambiental, ciudadana, comunitaria, social) en los 
programas públicos (Rodríguez, 2006: 1-12; Pulido, 2001: 1-12; Amadeo 
2003: 1-33; Rofman, 2007: 1-13; Cohen y Arato, 2000: 39; Font et al., 
2001; Font y Blanco, 2004; Cardarelli y Rosenfeld, 2002; García y del 
Piero, 2001; Bombarolo, 2004; Cunill, 1995; Clemente, 2004; Tamargo, 
2002; Escobar, 2004: 97-108; Colino y Del Pino, 2007; Canto, 2004) han 
tenido, en general, fines clasificatorios y de formulación de taxonomías. 
Se han concentrado en dos grandes enfoques (el normativo, sobre la ne-
cesidad/bondades/problemas en los procesos participativos, y el organi-
zativo, la descripción o el debate sobre las metodologías más adecuadas); 
se han fundamentado en dos ideas amplias (como insumo para el buen 
gobierno y la corrección de los desvíos de la democracia representativa 
—centrada en el individuo— y como mecanismo para la realización de 
los derechos ciudadanos, que puede reasignar los bienes públicos —cen-

RMS 73-01.indd   109 12/17/10   10:56:42 AM



110	 M. SAÚL VARGAS PAREDES

Revista Mexicana de Sociología 73, núm. 1 (enero-marzo, 2011): 105-137.

trada en las decisiones—); han definido tres funciones (legitimidad de las 
políticas públicas, representatividad de los grupos de interés, y resultados 
o rendimientos sustantivos del proceso, traducido en políticas públicas); 
y han identificado tres etapas del proceso de participación en la toma de 
decisiones (fragmentación y descoordinación de los actores, otra simbó-
lica y discursiva, y una tercera de integración y agrupación de medidas e 
instrumentos).

Hay tres limitaciones principales en los estudios que aconsejan la par-
ticipación en la toma de decisiones públicas en América Latina (especial-
mente las que se relacionan con temas ambientales, sociales y desarrollo): 
1) la vaguedad del término y la escasa precisión para medir la relación, 
correlación o asociación entre un método participativo y un sector o área 
de políticas; 2) la falta de diferenciación metodológica y conceptual entre 
democracia y políticas públicas, y 3) la escasa atención sobre los costos de 
la participación en la toma de decisiones y el poco alcance de la participa-
ción en los temas de exclusión social de las minorías.

El hecho de que los trabajos que sugieren la participación en la toma 
de decisiones sean de carácter normativo o programático genera muchas 
imprecisiones (y estudios estáticos/descriptivos) sobre cómo asociar un 
tipo de políticas con un método de participación para que ésta sea útil y 
eficiente. Adicionalmente, la falta de indicadores y evidencias para medir 
la eficiencia de la participación en las políticas públicas no contribuye 
a tener un estudio sistemático para señalar que la participación social 
ayuda, incentiva, influye, determina o no a construir políticas públicas 
más exitosas y con mejores resultados. Ni las instituciones financieras de 
proyectos ambientales o sociales, como el Banco Mundial, ni las organi-
zaciones no gubernamentales (ongs) han ofrecido hasta ahora evaluacio-
nes consistentes del impacto de la participación social en la eficiencia de 
esos proyectos. Los partidarios de la participación social no han explicado 
consistentemente por qué la literatura sobre estudios del desarrollo está 
llena de casos fracasados, en los que el involucramiento de la gente ha 
sido alto (v.g. Rahman, 1993; Chambers, 1997; Warburton, 1997; Snook, 
2004: 131-158; Pérez, 2004: 159-167).

La segunda limitación se refiere al hecho de que democracia y políti-
cas públicas se usan con frecuencia como sinónimos en América Latina. 
Esto tal vez ha generado gran confusión al momento de analizar y evaluar 
el impacto de la participación en las políticas públicas, pues no se sabe 
con precisión qué se persigue: resolver eficientemente problemas públi-
cos o incrementar la calidad de la democracia. La participación se vuelve 
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un fin en sí misma y no un medio para resolver problemas sociales, de 
desarrollo o ambientales.

Se podría decir que —en principio— la democracia se concentra en 
los deseos y aspiraciones (y hasta fobias) de la gente; las políticas públi-
cas, en la atención de las necesidades y las prioridades de la población. Y 
éstas no siempre coinciden. Por ejemplo, durante la administración del 
presidente Carlos Salinas en México, el programa social estelar —el Pro-
nasol— se dedicó a construir obras públicas teniendo como premisa cen-
tral la participación de los beneficiarios en la toma de decisiones. Ante 
la disyuntiva de, por ejemplo, erigir un parque, una escuela o introducir 
agua potable en una colonia que vivía en pobreza o pobreza extrema, la 
población generalmente elegía la primera opción, cuando lo prioritario 
era el agua potable. La gente se sentía feliz con el parque, aunque seguía 
enferma del estómago (por las amibas) o sin acceso a la educación. Las 
decisiones eran legítimas (por su carácter mayoritario), pero no eficientes 
(no se atendían las prioridades de la comunidad). La prueba de que la 
participación dio legitimidad y no eficiencia a esta política pública fue que 
los índices de pobreza no se revirtieron. Sin embargo, en 1991 y 1994 el 
Partido Revolucionario Institucional (pri), entonces partido gobernante, 
obtuvo altas votaciones, después de un enorme bajón electoral en 1988. 
La participación afectó el proceso de políticas, no su resultado.

Finalmente, la participación se relaciona con los costos de éstas en la 
toma de decisiones y sus restricciones en temas de exclusión de las mino-
rías. Por un lado, muchos trabajos sobre políticas sociales o de desarrollo 
sustentable (v.g. Varughese y Ostrom, 2001: 747-759; Slocum et al., 1995; 
Pérez, 2004: 159-167; Rofman, 2007) justifican el papel de la participación 
en las políticas públicas mencionando sus bondades, pero no sus riesgos. 
Por ejemplo, no se toman en cuenta los retrasos en la toma de decisiones, 
el hecho de que hay, generalmente, información inadecuada e imprecisa 
(sobre todo en grupos sociales de menores ingresos, que generalmente no 
leen ni se informan adecuadamente), mayores costos durante el proceso 
de formulación de las políticas, y una tendencia a la sobrepolitización. 
Más aún, no toman en cuenta, en profundidad, los problemas estructura-
les de los sistemas políticos en sociedades subdesarrolladas, que tienden 
a influir en la participación social, como el clientelismo, el paternalismo 
o el corporativismo.

Por otro lado, las políticas públicas relacionadas con la equidad no eco
nómica (por ejemplo, las de género o las relacionadas con temas controver
siales como el aborto, la eutanasia, el matrimonio entre homosexuales y la 
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adopción de niños por parte de éstos, la transexualidad y la bisexualidad, 
asuntos raciales o religiosos) tienden a no resolverse con la participación 
social. Por su naturaleza, la participación se relaciona con las decisiones 
mayoritarias (principal virtud y defecto de este método). Difícilmente pue
do imaginarme a los mexicanos, a los bolivianos, a los portugueses o a 
casi cualquier sociedad iberoamericana votando mayoritariamente por el 
aborto, el matrimonio entre homosexuales y su capacidad para adoptar 
niños, o favoreciendo el derecho de los transexuales a operarse en hospi-
tales públicos para cambiar de sexo. En estos temas, de hecho, la partici-
pación social es contraproducente, debido a que se atiende el deseo de las 
mayorías, no las necesidades de los grupos en desventaja o excluidos. En 
estos casos, la participación puede legitimar y consagrar la desigualdad, 
la inequidad y, por consecuencia, favorecer la injusticia. Por ejemplo, en la 
Ciudad de México, el pan esgrimió inicialmente la consulta directa a la gen
te como un medio poderoso para derogar las reformas que dan derecho a 
los homosexuales a casarse y adoptar niños.

Esto muestra la importancia de la discusión sobre la participación so-
cial en México. Es hasta cierto punto preocupante que en varios sectores 
académicos se proponga casi como una solución mágica la participación 
social para enfrentar varios de los problemas públicos más importantes 
del país. Esto, en términos prácticos, significaría que la participación so-
cial —por el hecho de ser mayoritaria— se erige en una verdad casi in-
cuestionable. En los políticos es entendible esta postura (finalmente, si 
hay una mala decisión, el pueblo se equivocó, no el tomador de decisio-
nes). En el sector intelectual no es tan aceptable esta posición, pues éste 
puede definir, analizar y probar que no todo lo que brilla es oro (así sea en 
contra de la mayoría). Más aún, el sector académico puede sustentar que 
varias decisiones justas no pasan necesariamente por las posiciones mayo-
ritarias. De hecho, pueden ir en contra de ellas. El ejemplo más reciente 
es el del matrimonio entre personas del mismo género y de su capacidad 
para adoptar niños en la Ciudad de México.

El ppf y la rbc

Tanto el ppf como la rbc se desarrollan en periodos similares (entre me-
diados del decenio de los años ochenta y mediados del decenio de los 
noventa); fueron afectados por actores políticos análogos (campesinos, 
actores internacionales y agencias gubernamentales similares o equiva-
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lentes) y por grados similares de participación social y objetivos de políti-
cas. Ambos estudios de caso finalizaron en 1997, produciendo resultados 
iniciales diferentes, y hoy son punto de referencia para futuras políticas 
forestales en la península de Yucatán. El ppf modificó la estructura organi-
zacional de la producción forestal, al crear nuevas instituciones (Socieda-
des Civiles Forestales, scf), y mejoró el ingreso de los ejidatarios, mientras 
en Calakmul no se presentaron cambios organizacionales significativos, 
ni hubo efectos destacables en el ingreso y empleo de los campesinos. El 
objetivo de ambos programas consistía (por lo menos formalmente) en 
elevar el nivel de empleo e ingreso de los campesinos, sin afectar negati-
vamente a la selva. La falta de estrategias para implementar la política en 
Calakmul afectó de manera negativa los resultados del programa. Como 
consecuencia, los actores sociales no entendieron claramente los objetivos 
de la política y se generaron conflictos internos desde el principio.

Cuatro instituciones gubernamentales y una social afectaron de mane-
ra importante al ppf y a la rbc entre 1982 y 1997: la Subsecretaría Forestal 
(ssf), dependiente de la Secretaría de Agricultura (sarh, hoy Secretaría 
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, Sagar-
pa), la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue), los gobiernos 
de Quintana Roo y Campeche, y la Secretaría de Desarrollo Social (Sede
sol), a través de su programa estelar, el Programa Nacional de Solidari-
dad (Pronasol o Solidaridad). La organización ejidal es clave en ambos 
estudios de caso. Además, desde 1994, la Secretaría de Medio Ambiente, 
Recursos Naturales y Pesca (Semarnap, hoy Semarnat) y varias agencias 
locales han afectado a uno y otra.

Me concentro en la organización ejidal (administración colectiva de la 
tierra, en la que existe un alto grado de participación social para la toma 
de decisiones). Las deficiencias organizacionales de ésta afectaron nega-
tivamente al ppf y a la rbc debido a la insuficiente separación entre las 
capacidades comerciales del ejido y sus funciones sociales, derivada de la 
administración colectiva de lo forestal. Esto ha generado tres problemas 
principales: 1) la enorme importancia de la política por encima de la ad-
ministración empresarial forestal (se privilegia la política por encima de 
las estrategias de políticas para generar ingreso y empleo); 2) el bajo én-
fasis de las empresas forestales en maximizar los beneficios (los ejidatarios 
votan en asamblea por distribuir los beneficios más que reinvertirlos; y 
3) la falta de visión empresarial y habilidades gerenciales del comisariado 
(éste es el cuerpo directivo del ejido, elegido por criterios democráticos, 
no por habilidades o preparación) (Taylor y Zabin, 2000: 141-156).
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El hecho de que el ppf tuviera un consenso sobre las estrategias y los 
objetivos a seguir entre los actores permitió que la formulación de la po-
lítica no tuviera conflictos mayores. Por ello, este trabajo se concentra en 
la descripción y el análisis de la etapa de la implementación en el caso del 
ppf. Es decir, cuando la cooperación se rompe, los intereses se enfrentan 
y los agentes sociales, gubernamentales y privados entran en conflicto. El 
análisis inicia cuando los agentes se enfrentan, rompiéndose los supuestos 
formulados por la red de políticas. En el caso de Calakmul se analiza todo 
el proceso de la política, pues la falta de estrategias lo hizo muy conflictivo 
desde el principio, es decir, desde el momento de la definición del proble-
ma y la formulación del programa.

El ppf

Definido como un conjunto de ideas aplicadas por diferentes actores ins-
titucionales (Galleti, 1998), el ppf ha sido una de las pocas políticas exi-
tosas de forestería comunal en América Latina (y prácticamente la única 
experiencia exitosa en el trópico mexicano: Galleti, 1998: 6). La conver-
gencia de intereses públicos, privados y sociales contribuyó a formular el 
ppf como una estrategia para aprovechar reformas legales en favor de la 
forestería comunal e implementar una alternativa forestal comunitaria en 
algunos ejidos del sur de Quintana Roo. Entre las organizaciones interna-
cionales más importantes destacaron la Agencia Alemana para el Desarro-
llo Internacional (gtz), a través del Acuerdo México-Alemania (ama) y la 
Agencia para el Desarrollo de Ultramar (oda).

La implementación: la red de políticas 
entra en conflicto

El ppf se planeó en términos de una red de políticas (el poder compartido 
significó que ninguna de las organizaciones manejaría todos los recursos, 
mientras que el ppf establecería su propio espacio político dentro de la 
naciente red institucional). Esto funcionó prácticamente sin ningún pro-
blema en la etapa de formulación, pues los intereses de las organizaciones 
no entraban en competencia.

Los problemas comenzaron en la etapa de la implementación. Los dos 
equipos a cargo del Plan, el local (con base en Quintana Roo) y el central 
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(con base en la Ciudad de México), propusieron estrategias diferentes. El 
hecho de que el ama no llevara a cabo directamente el ppf hizo que una 
organización local (la sección técnica forestal de la organización campesi-
na, el equipo local [eql a partir de ahora]) pusiera en marcha las estrate-
gias y las acciones del Plan. Esto pronto se convirtió en un problema, pues 
el equipo local empezó a gestionar el ppf con criterios diferentes (Galleti, 
1998). Esto comenzó a incrementar el poder del eql en la medida que 
redefinía la política y las estrategias (entrevista núm. 5).

Un problema más serio fue la fragmentación de criterios entre las 
organizaciones, pues éstas se veían impedidas de cumplir adecuadamente 
sus compromisos (por lo menos, se volvían ineficientes dentro de la red). 
Un ejemplo de esto fue que el eql propuso más apoyo técnico y pro-
mocional aunado a la contratación de más personal, mientras el equipo 
central aconsejaba lo opuesto, es decir, menos recursos humanos y un pre-
supuesto más modesto para actividades técnicas y de promoción (Galleti, 
1998). Por otro lado, esas diferencias se volvían más complejas en la me-
dida que el esquema vertical de toma de decisiones del ama obstaculizó 
la interacción del ppf con otros actores sociales y el acceso a otros fondos 
externos.

La inestabilidad creciente de la red obligó a sus diseñadores (inte-
grantes de las organizaciones internacionales fundamentalmente) a re-
pensar el papel del ppf y reposicionarlo (entrevistas núms. 1, 3, 5 y 10). El 
ppf se introdujo deliberadamente en la infraestructura institucional para 
implementar acciones dinámicas, al margen de las burocracias tradiciona-
les (gobiernos estatal y municipal, así como de las delegaciones federales) 
(Galleti, 1998; entrevistas núms. 1, 6 y 10). El propósito consistía en que el 
ppf tuviera continuidad ante los cambios sexenales, que en México signi-
ficaban una modificación muy amplia de personal público, orientaciones 
de políticas y prioridades.

La incipiente red o issue network se colapsó. El problema no fue que 
las instituciones gubernamentales se fortalecieran, sino que las organi-
zaciones civiles perdieran iniciativa. Esto muestra que las organizaciones 
sociales ambientales son útiles para iniciar procesos de políticas de desa-
rrollo sustentable, pero tienen problemas serios en el momento en que 
las burocracias gubernamentales toman el control de la política o cuando 
el proceso de política toma otras dimensiones (válido tanto para el ppf 
como para la rbc, como se verá más adelante). Gran parte del problema 
se debe a que las organizaciones civiles dan una importancia enorme a la 
participación social, discriminando el lado estratégico de los proyectos 
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sociales (el largo plazo o bien cuando la política debe cambiar porque ha 
fracasado o ha tenido éxito). Es evidente que mientras hubo planeación 
estratégica, las instituciones participantes (públicas y privadas) siguieron 
a las organizaciones civiles. De hecho, el problema que comenzó a frag-
mentar la red no fue el declive de la participación social (actores sociales, 
políticos y económicos), sino la falta de estrategias para enfrentar los retos 
normales que una política pública tiene y los problemas organizacionales 
(que surgieron, curiosamente, del lado de las organizaciones internacio-
nales), derivados de una mayor complejidad de objetivos y del dinamismo 
social.

Los resultados principales del ppf entre 1982 y 1997 fueron: 1) la de-
limitación de las Áreas Forestales de Producción (afp); 2) el mejoramiento 
económico local; 3) más empleo y 4) cambios organizacionales sustancia-
les en los ejidos participantes. El primer punto contribuyó a más produc-
ción, conservación y regulación. Por un lado, hubo una alianza estratégica 
funcional entre asistentes técnicos y los ejidatarios para establecer los lí-
mites de los ejidos. Por otro, los miembros del ejido alcanzaron consenso 
interno sobre la importancia de esta estrategia. Este resultado de políticas 
fue exitoso debido a los acuerdos internos en los ejidos y las habilidades 
de negociación del equipo del ppf con los actores de la política forestal. 
Además, el concepto de red funcionó adecuadamente a pesar de las varias 
coaliciones que se formaron, sobre todo en la etapa de implementación. 
El problema principal que enfrentó la red fue la falta de planeación estra-
tégica para llevar a cabo el cambio organizacional a lo largo del proceso.

El ppf ayudó a la economía local debido a que los precios de la madera 
se incrementaron en el primer año después del cierre de Maderas Indus-
trializadas de Quintana Roo (Miqroo). El precio pasó de 80 dólares por 
metro cúbico a 1900 (1 dólar = 10 pesos mexicanos) (Argüelles y Armijo, 
en Taylor y Zabin, 2000: 144). Más importante aún fue que el ppf y sus 
derivaciones habían impulsado la educación de ejidatarios jóvenes. Ahora 
éstos trabajan como asistentes técnicos en sus propios ejidos, lo cual ha 
detenido parcialmente la tradicional emigración a la Ciudad de México y 
otras grandes urbes regionales.

Finalmente, el ppf creó nuevas instituciones (como las scf) para apo-
yar el manejo forestal local (v.g. la Sociedad de Productores Forestales del 
Estado de Quintana Roo, spfeqr, la Organización Ejidal de Productores 
Forestales de la Zona Maya, oepfzm). La scf es una federación de ejidos 
gobernados democráticamente por representantes de cada ejido. Sus fun-
ciones son de representación política, organización comunitaria, asisten-
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cia técnica y transmisión de regulaciones gubernamentales respecto a las 
áreas de preservación.

Gran parte de estos resultados se debió a la presencia de una inci-
piente red que facilitó la formulación de planes estratégicos más que a la 
participación social. Los resultados positivos iniciales se debieron más a 
la división social del trabajo que llevaron a cabo los actores de la red que 
a la participación social. De hecho, los campesinos fueron actores que si
guieron en la mayoría de las veces los lineamientos establecidos por las 
organizaciones internacionales (que coordinaban la red). El modelo de 
participación democrática pudo haber aumentado la cooperación entre 
los actores de la red, pero difícilmente puede probarse que impactó la 
eficiencia de los resultados. De hecho, hoy al menos uno de los ejidos in-
cluidos en el ppf funciona mejor sin las reglas ejidales de la participación 
para la administración de lo forestal (X’Hazil). Las decisiones las toma un 
cuerpo administrativo que sólo informa a la Asamblea ejidal sobre el esta-
do económico del bosque, ubicado en terrenos de los campesinos.

La reserva de Calakmul

El proceso de la política forestal de la reserva de Calakmul fue diferen-
te al del ppf porque prevaleció la falta de planeación y estrategias, pero 
principalmente por la ausencia de una red de políticas. La estrategia para 
implementar la política de desarrollo sustentable se realizó, inicialmente, 
por medio de una organización civil —el Consejo Regional Agrosilvope-
cuario y de Servicios de Xpuhil (crasx)— que fue acercándose poco a 

Cuadro 1
Resultados ppf

1982-1997

1. Delimitación de las afp. Más producción, conservación y regulación.
Se establecieron límites ejidales.

2. Mejoramiento económico. Incremento en el precio de la madera.

3. Más empleo. Impulso a jóvenes para seguir estudiando 
y posteriormente trabajar como técnicos.

4. �Cambios organizacionales 
en los ejidos.

Creación de nuevas instituciones para 
apoyar el manejo forestal.
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poco al pri (formando, a la larga, una coalición tan dominante que carecía 
de contrapesos). En el proceso de la política de desarrollo sustentable de 
Xpuhil hubo dos intentos por transferir la experiencia del ppf de Quinta-
na Roo al municipio de Calakmul (1984-1987 y 1991-1995).

El primer intento se caracterizó por su bajo perfil institucional debi-
do a que hubo: 1) una cantidad limitada de estrategias, centradas funda-
mentalmente en la zona forestal; y 2) la falta de una red de políticas que 
amalgamara a las instituciones más importantes (agencias federales) con 
las locales y los actores de políticas relevantes (gobierno estatal, gobiernos 
locales, ongs). El segundo intento fue marcado por: 1) la presencia cre-
ciente del Pronasol y la importancia de la política social participativa; y 
2) la consolidación del crasx como institución clave de la incipiente red 
de temas de políticas, formada en la Reserva (afirmaciones basadas en 
entrevistas núms. 1 y 12).

El segundo intento se caracterizó por la fuerte presencia del Pronasol 
y sus objetivos ambiciosos de participación social en toda la región sur de 

SECRETARÍA FORESTAL / 
DESARROLLO FORESTAL

SARH 
DELEGACIÓN 
ESTATAL

EQUIPO OPERATIVO /  
UEPMC CAOBAS MEXICANAS 

(Fábrica Zoh Laguna)

GOBIERNO 
DEL ESTADO

ARIC

Línea de apoyo

Conflicto

Gráfica 1
RELACIONES INSTITUCIONALES

El primer intento

Fuente: Galletti, 1998: 101.
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Campeche (entrevista núm. 12). En ese entonces la meta fue desplegar 
una participación social extensiva en lugar de definir localidades-objeti-
vo y aprovechar la formación del crasx, lo cual pudo ayudar a la cons-
trucción de una incipiente red de temas (issue network) o red de políticas. 
Cuando las instituciones se multiplicaron en Calakmul (principalmente 
con el ingreso de las ongs), este proceso de políticas se hizo más com-
plejo, pero no más eficiente. La dificultad para la toma de decisiones en 
la rbc se incrementó aún más cuando el gobierno de Campeche decidió 
crear una nueva municipalidad (Calakmul) en el espacio ocupado por 
la Reserva (el gobierno de Campeche se dio cuenta de que el gobierno 
federal estaba administrando una gran parte de su territorio y los múl-
tiples recursos públicos y privados que estaban ingresando a la Reserva). 
La política pública cobró dimensiones inimaginables en la misma medida 
que la coordinación interinstitucional decreció. Este segundo intento se 
caracterizó, en términos institucionales, por: 1) la fundación del crasx; 
2) la consolidación del crasx y 3) el declive del crasx como institución 
central en Calakmul.

Las brigadas del Pronasol entraron a esta región en 1989. Este pro-
grama identificó la falta de presupuesto como el problema central rural, 
impulsó la participación social sin planeación y con objetivos de corto 
plazo (ofreciendo soluciones rápidas con el objetivo de beneficiar al pri 
electoralmente). Las brigadas del Pronasol trataron de convertirse en los 
principales actores de políticas en Calakmul, imponiendo decisiones so-
bre otros actores (gobiernos estatales, intereses madereros, campesinos) y 
al mismo tiempo rompieron cualquier posibilidad para formar una red de 
políticas o por lo menos la construcción de una issue network.

El Pronasol impulsó la formación de una organización campesina re-
presentativa de las comunidades que vivían en la reserva, el crasx, con 
el objetivo de administrar el presupuesto (entrevista núm. 1). El conflicto 
inicial, sin embargo, se presentó cuando el líder histórico del crasx pre-
sionó para formar una organización campesina independiente para no 
ser cooptados por el gobierno. En ese momento, las brigadas del Pronasol 
intentaron ejercer el control político de la región. La idea era administrar 
el dinero destinado a la región sin contrapesos políticos. El Instituto Na-
cional Indigenista (ini) fue la organización adecuada para administrar los 
fondos etiquetados para Calakmul porque el crasx no tenía personalidad 
legal en ese tiempo (era una organización civil).

La consolidación del crasx presentó dos etapas: la ocupación regio-
nal conducida por el gobierno federal y la institucionalización del crasx 
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como organización clave para implementar las políticas públicas. La pri-
mera se caracterizó por cambios políticos y conflictos interorganizacio-
nales; la segunda, por el diseño de la configuración organizacional de la 
toma de decisiones de Calakmul, basado en el eje formado por el crasx y 
la administración de la reserva.

En ambas etapas fue notorio que la ausencia de una red generaba en
frentamientos constantes entre burocracias y organizaciones, incluso del mis
mo orden administrativo (por ejemplo, entre agencias federales) y entre 
éstas y otras organizaciones gubernamentales y civiles. Se generaba un 
proceso altamente conflictivo, en el que las coaliciones cambiaban frecuen
temente, pues no había objetivos ni estrategias claras. Es decir, no había 
planeación estratégica.

Por ejemplo, el Programa Nacional de Reforestación (Pronare) y el 
crasx formaron una coalición que intentó aislar al gobierno de Cam-
peche, lo que, aunado a varios problemas organizacionales y políticos, 
debilitó la política forestal de Calakmul: 1) la fuerte presencia de la Se-

Gráfica 2
RELACIONES INSTITUCIONALES

Época de la brigada de Solidaridad
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Fuente: Galletti, 1998: 102.
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desol como secretaría guía, lo cual enfatizaba los temas de desarrollo por 
encima de los ecológicos; 2) el cambio en la administración estatal cam-
pechana y su consecuente redefinición; y 3) la estructura organizacional 
débil del crasx para ejercer la administración económica y política de la 
Reserva.

La respuesta del gobierno de Campeche a esa alianza Pronare/crasx 
fue: 1) apoyar políticamente al líder histórico de una organización campesi
na de gran peso político (la Unión de Ejidos del Pueblo Maya de Campe-
che, uepmc) con el fin de cooptarlo (manteniéndolo lejos de la oposición 
política); 2) dar apoyo directo y personal al anterior administrador del 
ppf-Quintana Roo como supervisor informal del proceso de políticas de 
Calakmul; 3) debilitar a la Asociación Rural de Interés Colectivo (aric) 
y a la Unión de Ejidos Forestales de Campeche (uef) (ambas organiza-
ciones campesinas, la primera fue creada por el gobierno de Campeche 
para debilitar a la segunda) mediante el apoyo al crasx; y 4) aliarse con 
el Pronasol, pues la presencia federal era inevitable. Finalmente, la débil 
estructura del crasx para administrar el presupuesto lo hizo vulnerable 
frente al gobierno del estado, que lo cooptó. Irónicamente, esto debilitó la 
legitimidad del crasx, reflejado en la emigración de sus miembros a otras 
organizaciones. En la práctica, el crasx se convirtió en una organización 
quasi-gubernamental (quago) para administrar políticamente Calakmul e 
implementar políticas sociales y forestales en la región.

Un problema importante del crasx fue la falta de entrenamiento de 
sus líderes para enfrentar retos políticos y entender la importancia de im-
plementar una política forestal de largo plazo. La presencia del Pronasol, 
además, los apabulló. Esto no ayudó mucho en la formulación de una 
política de desarrollo sustentable exitosa. A diferencia del ppf-Quintana 
Roo, donde el principal objetivo fue generar gradualmente nuevas for-
mas institucionales de explotar el bosque —por medio de crear y difun-
dir nuevos valores organizacionales y poner en segundo término los fines 
políticos (y de alguna manera los democráticos)—, en Campeche la prin-
cipal prioridad del Pronasol fue ocupar rápidamente la región, ganando 
apoyo político, al implementar programas sociales y agrícolas. En este 
caso, las necesidades políticas se impusieron a las políticas de desarrollo 
sustentable.

La institucionalización del crasx como la organización clave en Ca-
lakmul se caracterizó por un doble cambio institucional: 1) la integración 
del área de la Reserva y los ejidos circundantes en el mismo esquema re-
gional, y 2) la consolidación del crasx como organización coordinadora 
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de todas las políticas públicas regionales. Al mismo tiempo, se formuló un 
plan con un doble objetivo: 1) la creación de actividades económicas compa
tibles con la preservación del medio ambiente en los límites de la Reserva, 
con el propósito de avanzar hacia adentro gradualmente; y 2) la transfor
mación de la rbc en un potencial atractivo regional con financiamiento 
internacional.

Para enfrentar esta situación, el director de la Reserva otorgó un papel 
relevante al crasx y a la incorporación de nuevas organizaciones naciona-
les e internacionales (v.g. organizaciones civiles) en el proceso de la polí-
tica, lo cual amplió la participación social, la representación de grupos y 
organizaciones, y la incorporación de nuevos aliados políticos. Estas estra-
tegias: 1) ayudaron a ganar apoyo social para las actividades económicas 
ecológicamente amigables en los bordes de la Reserva, y 2) promovieron 
la rbc ante organizaciones conservacionistas para obtener fondos, con los 
cuales se crearían empleos y oportunidades sociales para los campesinos. 
En términos organizacionales, la rbc se erigió en un laboratorio institu-
cional, donde se desarrollaron tres fenómenos innovadores en la región: 
1) el uso funcional del discurso ambiental como un tema central de la for-
mación (constitución) regional; 2) la participación internacional en este 
experimento, que contribuyó a diseñar una política activa de desarrollo 
sustentable; 3) el financiamiento otorgado por las ongs.

Poco a poco se formó el eje crasx-administración de la Reserva, la 
cual se convirtió en una estructura organizacional con varios problemas, 
pues ambas instituciones reflejaron un significativo déficit gerencial y una 
enorme autonomía sin responsabilidad (accountability). Las principales ca-
racterísticas de este arreglo fueron: 1) centralización; 2) responsabilidad 
inexistente; 3) falta de pesos y contrapesos; y 4) una visión deficiente de 
largo plazo en términos organizacionales (v.g. estrategia para transfor-
mar esta estructura a una más descentralizada y funcional) del eje crasx-
Reserva. En la práctica, este esquema no fortaleció una estrategia para 
formar una red o una issue network con el fin de implementar una política 
socio-ecológica, sino la emergencia de un grupo político (el eje crasx/
administración de la rbc).

La variable más importante en el fracaso del crasx fue su sistema de 
organización política y valores organizacionales, no la insuficiente parti-
cipación social. Los representantes del ejido (constituencies) eran seleccio-
nados en su ejido de origen para la asamblea general del crasx, el cual a 
su vez elegía miembros para ocupar los cargos directivos. Tanto la asam-
blea general como el consejo de administración del crasx dependían del 
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proceso político. Como resultado, ninguno de ellos era dirigido por la 
gente más preparada. El problema que se generaba era una extrema cen-
tralización de la toma de decisiones en personas sin preparación técnica. 
Por ejemplo, el presidente del crasx, una posición de poder importante, 
decidía sobre aspectos clave sin contrapesos ni conocimientos especiali-
zados. Esto se debía al mecanismo de elección, que privilegia los cargos 
políticos, no el reclutamiento de personal.

Finalmente, el patrón inicial de centralización de toma de decisiones 
en Calakmul —justificada por las necesidades de coordinación— operó 
en favor de ciertos individuos (el director de la Reserva y el presidente del 
crasx), ensombreciendo un plan de largo plazo de cambio organizacional 
para enfrentar la expansión institucional. El problema más importante 
fue que los líderes sólo se concentraron en la primera etapa de la polí-
tica, en la que una estructura organizacional centralizada y personaliza- 
da ejerció la administración ambiental. No es sorprendente que, al final de 
esta fase, la restricción principal fuera la incapacidad del crasx para res-
ponder al proceso de diferenciación institucional, debido a su carácter mo- 
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nolítico, pobremente diferenciado y de naturaleza organizacional poco es- 
pecializada.

El declive del crasx fue precedido por una malograda división regio-
nal y sectorial (entrevista núm. 12). Se produjo, en parte, por una falta de 
coordinación entre los actores de la política y, en parte, por los problemas 
de la estructura organizacional de la toma de decisiones. Además, la mul-
tiplicación de intereses y organizaciones, junto con la falta de una sólida 
red de políticas, dejó claro que los actores perseguían objetivos distintos e 
incluso excluyentes desde el principio de la política (algo agravado, ade-
más, por la ausencia de planeación estratégica para el cambio organiza-
cional en la rbc).

El final de la era del director de la Reserva y la renovación del consejo 
de administración del crasx marcó el declive de éste. Por un lado, el lide
razgo carismático ensombreció el cambio organizacional para crear ins-
tancias institucionales de toma de decisiones y redes de políticas. Por otro, 
el nuevo presidente del crasx no estaba entrenado para el liderazgo de 
esta organización, ni para formular una adecuada planeación estratégica. 
Esto se reflejó en que el crasx se convirtió en un instrumento político, y 
se caracterizó por la mala administración y la corrupción a partir de enton- 
ces. Junto a este doble problema, la creación de una municipalidad transfi
rió poder político al ayuntamiento (el gobierno estatal colapsó a la coalición 
dominante —crasx/Reserva— al intervenir directamente en la rbc). El crasx 
había perdido su función como organización gerencial debido a que la mu
nicipalidad comenzó a jugar un papel importante en administrar los fon- 
dos que provenían de instituciones públicas, mientras la emergencia de una 
nueva organización campesina erosionó la legitimidad del crasx ante sus 
integrantes y la eficiencia política ante el gobierno.

Actualmente, el gobierno estatal no apoya de manera importante al 
crasx, pues canaliza el presupuesto a Calakmul a través de las autoridades 
municipales. La administración de la rbc sigue siendo hoy un problema 
organizacional, pues el gobierno estatal, el crasx y la Semarnat intentan 
influir en las políticas locales. A pesar de estos problemas, la administra-
ción de la Reserva está intentando renovar su papel político, al fortalecer 
su consejo técnico, compuesto por distintas instituciones, tanto públicas 
como privadas. La rbc no reporta cambios organizacionales ni aumento 
en el empleo o ingreso en las comunidades del municipio. Eso sí, los al-
caldes del ayuntamiento han sido previamente líderes del crasx. Es decir, 
el proceso participativo difícilmente podría asociarse con un aumento del 
ingreso o el empleo, pero sí con la formación de un grupo político. La 

RMS 73-01.indd   124 12/17/10   10:56:44 AM



Revista Mexicana de Sociología 73, núm. 1 (enero-marzo, 2011): 105-137.

EVALUANDO LA PARTICIPACIÓN SOCIAL	 125

participación en la rbc afectó el proceso de políticas (definió, orientó las 
políticas a seguir), pero no el resultado (no hubo ni más empleo ni más 
ingreso sin afectar los bosques o selvas).

Cancún y Playa del Carmen. Los impactos de la inmigración

Estas dos ciudades tienen las mismas características socioeconómicas y po-
blacionales; en ellas, los alcaldes han gobernado por participación social 
más que por políticas públicas, en gran medida presionados por el acelera-
do crecimiento económico y demográfico. Estos dos estudios de caso mues-
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tran que la participación social se convierte en un instrumento político que 
contribuye poco a mejorar los resultados de políticas públicas. Genera legiti-
midad (compromisos y lealtades con partidos y gestores / invasores), pero no 
eficiencia (por ejemplo, más y mejor vivienda, mejores servicios públicos).

Cancún se encuentra en el municipio de Benito Juárez, al norte del 
estado de Quintana Roo. Forma parte de la península de Yucatán y se en-
cuentra en el Caribe mexicano. Cancún es el núcleo urbano más grande del 
municipio (prácticamente el único), pues concentra 95% de la población. 
Es el punto de inicio de un par de corredores turísticos, uno que lo conecta 
con Isla Mujeres hacia el norte y otro que atraviesa los municipios de Soli-
daridad y Tulum. Los desarrollos turísticos incluyen Puerto Morelos, Xca-
ret, Playa del Carmen, Puerto Aventuras, Akumal, Xel-Há, Cobá y Tulum.

Playa del Carmen es un desarrollo más reciente. Es la única urbe del 
municipio de Solidaridad, creado en 1993. Se encuentra al Sur de Cancún, 
al norte de Tulum y enfrente de Cozumel. En 2007 se convirtió en el se-
gundo destino con más ocupación hotelera en México, con 72.24% (sólo 
superado por Nuevo Vallarta y por arriba de Cancún, con 76% y 71%, res-
pectivamente), según la Secretaría de Turismo (Sectur) (Méndez, 2008: 1).
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La insuficiente oferta de servicios públicos es uno de los problemas 
más importantes tanto en Cancún como en Playa del Carmen. En particu-
lar, la vivienda y la dotación de terrenos son los que prevalecen en ambos 
lugares. Por ejemplo, en Playa del Carmen, entre 2005 y 2007, el índice 
de hacinamiento aumentó ligeramente de 17.08 a 17.4%. Esto significa 
que un grupo importante de gente (15.1%) vive en casas de un cuarto con 
cuatro o más habitantes (Frausto et al., 2008:9).

La raíz de este problema se encuentra en la alta inmigración sin pla-
neación a estas ciudades. Los inmigrantes son nacionales, extranjeros e 
ilegales; la mayor parte son mujeres (63.1%); más de la mitad son casados 
(55.7%) y están establecidos con sus parejas e hijos; su edad promedio es 
inferior a 30 años; la inmensa mayoría (dos tercios) son empleados u obre-
ros; los servicios en general dan empleo a casi la mitad de los inmigrantes 
(47.2%); la razón principal de la migración a Quintana Roo (confirmando 
la tendencia general no sólo en México, sino en América Latina) es la ne
cesidad de encontrar un mejor trabajo (58.8%), no la pobreza; casi dos de 
cada cinco inmigrantes (38%) reciben ingresos entre 250 y 450 dólares men- 
suales y sólo uno de cada diez (9.6%) percibe al menos 850 dólares mensua- 
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les. En Playa del Carmen e Isla Mujeres (otro paraíso turístico), dos de cada 
cinco inmigrantes obtienen un empleo rápidamente (42% y 41.2%, res-
pectivamente) (Rabelo, 2009).

Este perfil del inmigrante muestra que hay muchos empleos de bajos 
ingresos. Ello no contribuye a que los inmigrantes puedan adquirir vi-
viendas y tener patrimonio. Estos son problemas acumulados desde hace 
ya muchos años. Tanto Rafael Lara (1996-1999) como Magaly Achach 
(1999-2002) señalaron que la insuficiente oferta de servicios públicos, es-
pecialmente los relacionados con la oferta de casas, eran los que la gente 
mencionaba con más frecuencia en las audiencias públicas cuando gober-
naban el municipio de Benito Juárez. El primero mencionó que goberna-
ba basado en las consultas populares. Juan Ignacio García Zalvidea, “el 
Chacho” (2002-2005), quien no terminó su trienio, ganó muchos votos 
a través de políticas populistas con las siglas del Partido Verde Ecologista 
de México (pvem). Estos cuatro ex alcaldes usaron su capacidad de movi-
lización social para alcanzar el poder y utilizaron la participación como su 
principal instrumento para la toma de decisiones.

El acelerado crecimiento de la mancha urbana en Cancún y Playa del 
Carmen ha generado invasiones constantes de terrenos. Los invasores son 
generalmente inmigrantes, de clase media baja, pobres y revendedores, 
quienes toman uno o varios terrenos, que conforman un amplio cinturón 
de miseria. Los jefes de familia tienden a ser albañiles o desempleados que 
tienen estudios precarios, cuando mucho primaria. Este perfil de pobla
ción es aprovechado generalmente por varios políticos del pri (y última-
mente del Partido de la Revolución Democrática, prd) para tener clientelas 
políticas, que intercambian terrenos por votos.

Las invasiones no sólo sirven para satisfacer necesidades sociales, sino 
también para aumentar el jugoso patrimonio de los dirigentes invasores. 
Según De la Cruz (2008: 7), el esquema organizacional para invadir fun-
ciona eficientemente en la medida que la gente sabe que el Instituto de 
Fomento a la Vivienda de Quintana Roo (Infovir) no ofrece terrenos y que 
la invasión implica no pagar impuestos. Así la población se acerca a las 
organizaciones políticas y a las especializadas en invasiones que les propo
nen ocupar ilegalmente un predio, localizado gracias a las redes estableci-
das con algunos actores en el sector público y partidos políticos (pri, prd, 
algunos ayuntamientos).

Una familia interesada en un terreno (con o sin necesidad, es decir, 
pobres y acaparadores) paga inicialmente entre 50 y 100 dólares. Quin-
cenalmente el líder recibe 20 dólares o más, en teoría, para pagar gastos 
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de gestión y de logística. Esto resulta aparentemente muy inferior al costo 
de una casa de interés social (25 000 a 30 000 dólares). Sin embargo, si se 
toma en cuenta que pueden comerciarse 300, 500, 1 000 o 3 000 lotes, las 
ganancias de los líderes llegan a ser estratosféricas, sin contar la retribu-
ción política y en especie. El gestor de invasiones gana en su papel como 
movilizador de gente en favor de políticos y partidos y se queda con las 
mejores propiedades invadidas.

Las cuentas finales informan que si una familia otorga al líder un en-
ganche inicial de 50 dólares y esto se multiplica por 300 familias, en total 
el dirigente invasor obtiene alrededor de 15 000 dólares mensuales. Si son 
1 500, la cifra alcanza los 75 000 dólares. Si el monto inicial es de 100 dó- 
lares y hay 3 000 familias, el líder invasor puede obtener hasta 300 000 dóla
res mensuales. Esto es sólo el enganche. Los pagos mensuales, que se llevan 
a cabo durante varios años, incluyen una mensualidad de 20 a 30 dólares 
que el líder recibe puntualmente. Las invasiones sólo incluyen el terreno 
en sí mismo. La construcción de la casa corre a cargo de cada familia y 
generalmente son de materiales de muy poca calidad y de paupérrimas 
condiciones (v.g. piedras, láminas, palos, cartón). De hecho, un problema 
adicional es que los invasores no tienen capacidad para comprar un terre- 
no y construir. O hacen una cosa o hacen la otra. Obviamente, estas per
sonas no cuentan con servicios públicos básicos, como drenaje, agua po-
table, electricidad. Después de varios años, el gobierno municipal se ve 
obligado a darles servicios públicos. Esto, en medio de muchas demandas 
jurídicas de los dueños legítimos de los predios invadidos.

Todo esto, en un contexto de políticas públicas basadas en poca infor-
mación técnica y mucha intuición política. Consistentemente, los alcaldes 
de Cancún mencionaron que administraron el municipio con base en las 
consultas populares y comités ciudadanos.

De hecho, cuando los alcaldes entrevistados de Cancún hablaban de pla-
neación, hacían referencia a los comités ciudadanos y a las consultas directas 
con la gente, no a información técnica, estrategias, proyecciones, opciones 
de políticas públicas. Esto da como resultado políticas que pueden ser muy 
populares y hasta legítimas (aprobación social), pero no eficientes (soluciones 
de largo plazo de los problemas prioritarios al menor costo económico).

Playa del Carmen parece ser algo diferente en el último trienio, aun-
que la tendencia pareció ser muy similar a Cancún en los años previos. El 
crecimiento acelerado y desordenado de la ciudad es un ejemplo de esto. 
El alcalde entrevistado para esta investigación mencionó la información 
proveniente de sectores productivos y cálculos del propio gobierno mu-
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nicipal como las fuentes principales para la toma de decisiones. Mencio-
nó como ejemplo de esta estrategia que durante su administración no se 
permitieron invasiones de tierras. Es decir, se apostó por la planeación y 
el respeto por la ley, más que por la participación y justificaciones sociales 
para violar las reglas.

Irónicamente, a pesar de la frecuente expresión de los alcaldes en-
trevistados sobre la participación ciudadana en la toma de decisiones de 
los gobiernos de Cancún y Playa del Carmen, es notoria la desarticula-
ción entre el ayuntamiento, la sociedad y algunos centros de investigación 
(como las universidades). Esto genera que el gobierno no tome decisiones 
eficientemente cuando interpreta la participación.

Un ejemplo de ello se presentó en Playa del Carmen en 2007. Al con-
versar con la gente, el alcalde escuchó las demandas e identificó las colo-
nias que más inseguridad reportaban. Entonces, decidió enviar patrullas 
y policías a esos lugares. Las quejas continuaron, sin embargo. Cuando 
se hizo un análisis más serio del problema (estudios), se le hizo notar al 
gobierno local que, presionado por varios grupos sociales, estaba dando 
respuestas políticas al problema, pues el sentimiento de inseguridad no 
disminuía. En realidad, la gente se sentía insegura por su condición de 
inmigrante, no porque hubiera robos o asaltos realmente en la colonia. Lo 
que pasaba es que este grupo de población no conocía a nadie en la ciu-
dad, mucho menos en su barrio, tampoco a sus vecinos. Sus horarios de 
trabajo (generalmente meseros y albañiles) en una ciudad turística no les 
permitían socializar. Era un problema de percepción. El sentimiento de 
inseguridad se acrecentaba en las paradas de autobuses y en los parques 
(no en los lugares oscuros, solitarios). El problema no se solucionaba con 
más policías, ni con más participación de la gente.

Este escenario se explica porque la participación en sociedades subde-
sarrolladas se basa generalmente en relaciones clientelares que impulsan 
esquemas de movilización y abstencionismo (constantes tanto en Playa del 
Carmen como en Cancún). Es decir, el gobierno genera la idea de que una 
mejoría de políticas públicas se logra a través de las corporaciones y la 
movilización, no por medio de las elecciones. El gobierno y sus operado-
res políticos ofrecen servicios públicos a cambio de lealtad electoral. Gran 
parte de este poder se genera a través de una capacidad territorial de los 
operadores. Tanto el pri como el prd han aprovechado esto para alcanzar 
mayorías electorales tanto en Cancún (que han gobernado alternativamen-
te en los últimos lustros) como en Playa del Carmen (que representa una 
reserva electoral del pri desde su fundación como municipio, en 1993).
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Tanto en Cancún como en Playa del Carmen se apelaba a los consejos 
consultivos y a la participación social más que a sistemas de información 
para la toma de decisiones. Estos escenarios construyen una realidad en la 
que la sociedad antepone las políticas sociales a la democracia por un lado, 
y el gobierno la política a las políticas públicas, por el otro. El resultado es 
el clientelismo que, apoyado en la insuficiencia de recursos (financieros, 
materiales), intercambia prebendas por apoyo político; el populismo que, 
basado en las necesidades sociales y la pobreza, sirve para manipular la 
democracia y sus instituciones; y el corporativismo que, respaldado por 
las estructuras verticales de organización política, moviliza al individuo 
con una manipulación rampante.

Ejemplos de este pragmatismo para la toma de decisiones, soslayando 
la planeación, sobran:

…Teníamos que planear de acuerdo a lo que había y juntándonos con la 
gente, hablando. Cuando había un nuevo asentamiento, yo iba y hablaba con 
ellos. Nosotros lo que hacíamos para planear era ir y hablar con la gente. La 
que tenía más tiempo tenía más derechos y los que tenían menos tiempo pues 
hablábamos con ellos para que entendieran que les iba a tocar (un terreno), 
pero de acuerdo al tiempo que estuvieran viviendo en Cancún. Siempre se 
hablaba con la verdad. Había que cuidar la zona hotelera (entrevista, Magaly 
Achach, marzo de 2008).

…En aquel tiempo se acostumbraba ir a las regiones o colonias a hacer re-
uniones. Se convocaba a la gente al parque o a la cancha de básquetbol. Me 
acompañaba el de servicios públicos, seguridad, obras públicas y demás funcio-
narios. Ahí hacíamos la reunión y dejábamos hablar a la gente para que hiciera 
sus reclamos, demandas y carencias. Se capturaba la información y con base en 
lo que podíamos hacer, íbamos resolviendo los problemas… Nos dio un buen 
resultado, pues como había problemas económicos había que subir el predial, 
era una de las pocas cosas que teníamos en ese entonces. Le pedí al tesorero 
que me dijera qué zona de la ciudad era más morosa y fui ahí. Convoqué a la 
gente para que pagara sus impuestos y les prometí que lo que se recaudara se 
iba a reflejar en beneficios para la propia comunidad. Esto era la manera de 
involucrar al gobierno con la gente (entrevista, Rafael Lara, marzo de 2008).

Es notorio que las políticas en Cancún y Playa del Carmen están funda-
mentalmente orientadas a la solución de problemas sociales con base en 
el pragmatismo político. El carácter estructural de la pobreza ha trascen-
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dido la democracia representativa y la directa. Cuando Cornelius (1975) 
desarrolla su trabajo sobre la migración urbana en la Ciudad de México y 
los patrones clientelares asociados con ella, se sugería que tenía un matiz 
altamente autoritario y relacionado con el diseño del sistema político.

Hoy Quintana Roo (un estado con matices autoritarios y de globaliza
ción) muestra que la democracia no cambia esta situación, más bien se adap
ta al clientelismo, al populismo y al patronaje. Cancún y Playa del Carmen 
muestran que la democracia no resuelve los problemas de pobreza, ni 
la participación social fortalece las instituciones en condiciones de pro-
fundas desigualdades. Más bien, se institucionalizan las tradiciones patri-
monialistas (el intercambio de apoyo político por prebendas). El pri en 
Cancún y Playa del Carmen hoy no es el único que usa el clientelismo, el 
populismo o el corporativismo para ganar votos.

Conclusiones

El estudio de estos cuatro casos muestra tres hechos: 1) la presencia de 
una red de políticas y la eficiencia de las estrategias (más que la participa-
ción) son factores que afectan claramente el proceso de políticas e indirec-
tamente sus resultados (evidenciado en el ppf y la rbc); 2) la participación 
puede contribuir a fortalecer la democracia, pero no necesariamente la 
eficiencia de las políticas gubernamentales; la imprecisión conceptual de 
la participación en la toma de decisiones ayuda a aclarar poco esta situa-
ción (como se nota en los casos de Cancún y Playa del Carmen), y 3) la 
participación en la fase de implementación de políticas se torna conflicti-
va porque se desata una lucha de intereses y juegos de poder de los par-
ticipantes. Desafortunadamente, las ongs no están en posibilidades de 
administrar eficientemente la fase de implementación, debido a sus pocas 
habilidades gerenciales y su fuerte concentración en los esquemas parti-
cipativos. Contrariamente a los supuestos generalmente manejados por 
los estudios sobre redes, en la etapa de implementación de las políticas la 
tendencia es que los actores entran en conflicto más que en procesos co-
operativos. Esto posiblemente se debe a que se inicia una etapa de lucha 
de intereses, en la que hay ganadores y perdedores. Los actores, entonces, 
tratan de minimizar sus costos y maximizar sus recursos y beneficios.

La participación debería insertarse bajo tres condiciones: 1) una de-
finición clara de sus objetivos en el proceso de políticas (y no sólo como 
parte del mejoramiento del sistema político); 2) no perder de vista que la 
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participación es medio, no fin en el proceso de políticas públicas; y 3) una 
definición clara entre el método de participación y su utilidad / pertinen-
cia en un área o sector de políticas.

El ppf y la rbc muestran que la participación sin estrategia ni planea-
ción conduce a una movilización sin mucho provecho para la comunidad, 
pero puede favorecer la formación de liderazgos políticos, no necesaria-
mente comprometidos con la democracia (como el caso de los políticos 
reclutados en el eje crasx-Reserva). En cambio, una participación planea-
da, dirigida, orientada, restringida a ciertas etapas del proceso de políti-
cas, con fines claros, puede conducir a impactar los procesos de políticas, 
que se reflejen en resultados de políticas eficientes y provechosos para los 
beneficiarios (v.g. aumento del empleo, del ingreso, cambios organizacio-
nales, mejor educación), como sería el caso del ppf.

Cancún y Playa del Carmen muestran: 1) que la imprecisión en la de-
finición de participación (métodos, mecanismos, claridad de los alcances 
y límites del involucramiento social) convierte a ésta en un instrumento 
político (no de políticas), por el cual se puede legitimar la violación a la 
ley (v.g. invasiones de tierra) y, por tanto, sustituir a la democracia repre-
sentativa (respetuosa de legalidad), en lugar de complementarla; y 2) que 
la participación puede influir en el proceso de políticas, pero difícilmente 
en sus resultados. Los hechos hablan por sí solos. Después de muchos 
años de invasiones de tierras, marchas, protestas y demás movilizaciones, 
una parte importante de la población de Cancún y Playa del Carmen con-
tinúa con la misma calidad de vida (en esta investigación, medida por la 
vivienda), mientras que los líderes invasores son más ricos.

Futuras investigaciones, sobre todo en el tercer mundo, deberían ex-
plorar dos campos de trabajo: 1) estudios de caso más dinámicos (y menos 
normativos y estáticos) en los que se mida la efectividad de un método 
participativo en particular y un sector o arena de políticas concreto. Esto 
ayudará a crear indicadores que, a su vez, contribuirán a construir análisis 
más precisos sobre la eficiencia (o no) de la participación en una política 
pública en particular; y 2) casos de implementación de políticas, en los 
que se observe con claridad el comportamiento de los actores de políticas 
y sus lógicas de poder. Esto puede contribuir, sin ánimo de recetas ni fór-
mulas, a identificar momentos críticos, pasos y estrategias que faciliten el 
camino a futuros casos de políticas de abajo hacia arriba. Ello podría ayu-
dar a que, efectivamente, determinado tipo de participación influya en la 
eficiencia de los resultados de una política específica. Muchos excluidos 
en el tercer mundo lo agradecerán.
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